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El Consejo de Ministros de mediados de agosto fue convocado en plena 
canícula vacacional para aplacar a la Unión Europea y alejar el posible 
rescate e intervención de España. 

Excepto la reducción del IVA en la compra de viviendas para dar salido al stock bancario, el 

Gobierno ha errado el tiro. En el peor momento, ha elevado la presión fiscal a las empresas y 

no da satisfacción a los europeos con simples retoques cosméticos. 

Estos demandan profundas medidas estructurales y de reducción de gasto público en áreas 

que, como la sanitaria, tienen mayor incidencia en el déficit y consiguiente deuda contraída con 

Alemania, Francia y el Banco Central Europeo. 

Ello cuando el ministro de Finanzas alemán Schäuble ha urgido medidas drásticas: “No habrá –

dijo– salvación a cualquier precio”. Para colmo, Merkel y Sarkozy, en reunión también 

agosteña, se mostraron decididos a crear una autoridad europea en Bruselas para controlar a 

los países que incumplen el déficit. 

Así, aunque no sean rescatados, perderán su libertad para elaborar presupuestos conforme a 

sus necesidades, bajo tutela y vigilancia de inabordables funcionarios europeos. ¡Una pérdida 

de soberanía! Usted amiga/amigo lector se preguntará: ¿Puede la Unión Europea entrometerse 

en la sanidad española? La respuesta es afirmativa si su insuficiente organización agrava el 

gasto independientemente de que el servicio sea o no eficiente. 

Ya lo ha sufrido Portugal, que en mayo último fue sometida a un plan nacional de reformas –

¡atención, no regional– y además urgente, a cumplir antes de que termine 2012. Entre otras 

reformas con „tijeretazo‟ destacan las de la asistencia médica y hospitalaria, reforzando la 

primaria o de cabecera a fin de reducir costosas urgencias y visitas a especialistas. Y siendo el 

de personal el mayor gasto, rebajan los salarios fijos a cambio de incentivos por rendimientos. 

Pese a que España está en el punto de mira europeo, este caluroso Consejo de Ministros 

abordó a golpe de decreto-ley lo sanitario a modo de maquillaje, olvidando lo hospitalario y 

apretando por enésima vez el cinturón solamente a la farmacia. 

El ahorro será la „aspirina del loro‟, ya que el intocado capítulo hospitales consume el 71,1 % 

del gasto sanitario total, siempre en aumento, mientras en farmacia es del 19,8%, con cuatro 

puntos de descenso en los últimos años. 

Ni una palabra en el decreto-ley sobre reforma del SNS, que arrastra una deuda de 15.000 

millones de euros. Sin embargo, impone a los médicos el deber de no recetar por marca sino 

por principio activo –componente del medicamento– y a los farmacéuticos el de dispensar el de 

menor precio. 

Resta así capacidad de prescripción al galeno y añade responsabilidad de elección al 

farmacéutico con el efecto indirecto de rebajar la retribución porcentual de éste. Retribución ya 

exprimida desde 2000 por una veintena de leyes y decretos cuya guinda fueron dos de mayo y 



junio de 2010. Sus antaño envidiados márgenes hoy no rebasan el 7% sobre facturación, 

insuficiente para que la mitad de farmacias puedan emplear hoy un auxiliar. 

Agravado en extremo por tener que anticipar a laboratorios y distribuidores el pago de las 

medicinas dispensadas a unas Comunidades Autónomas que vienen retrasando el reintegro 

tres, cuatro meses o ilimitadamente. 

¿Cierre o aviso farmacéutico? 

Es comprensible, pues, el insólito e histórico paro farmacéutico ocurrido en Castilla-La Mancha 

el jueves 9 de agosto, un aviso a políticos morosos y punta del iceberg de irritación de los 

farmacéuticos. Para la Junta manchega, que les adeuda 125 millones de euros, se trata de un 

cierre patronal –aunque sea de un día– por el que anuncia importantes sanciones. 

 

Lo complica una Junta presidida por Dolores Cospedal, quien parece personalizar 

abruptamente dicho cierre, aunque, como segunda jerarquía del PP, tendrá que dar solución 

global a la sanidad en toda España cuando su partido la gobierne. 

Excusa el impago en que el PSOE de Barrera ha dejado las “arcas vacías” sin tener en cuenta 

que también otros presidentes autonómicos del PP elegidos en mayo –como Bauza en 

Baleares– en idéntica situación han sabido dialogar sin amenazar a un sector cuya tercera 

parte está al límite de subsistencia. 

 

¿Es justo hablar de “arcas vacías” cuando cada autonomía recibe del Estado transferencias 

mensuales por una doceava parte de la asignación anual; en Castilla-La Mancha ascienden a 

700 millones de euros cada mes. Los presidentes de otras regiones que siguen gobernadas por 

el PP, como Murcia y La Rioja, también retrasadas en los pagos, intentan soluciones 

ofreciendo entregas a cuenta o al menos un calendario de pagos. 

No basta con derivar al farmacéutico a solicitar un préstamo bancario para una deuda que es 

ajena, autonómica. Los bancos rechazan como garantía las recetas dispensadas y obligan a 

los boticarios a avalar con sus propios bienes, por lo que muchos se niegan a ser „cornudos‟ y 

además „apaleados‟ con un eventual embargo. 

¿No hubiera sido más apropiado que el Consejo de Ministros agosteño, en vez de „sangrarlos‟, 

acordará el aval del Estado a los farmacéuticos, asumiendo los intereses de los préstamos? 

¿Qué pasará si estos, sin suspender su servicio, cobran al ciudadano el medicamento y le dan 

factura para que pida el reintegro a la correspondiente autonomía? 

 


